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Pereira,  septiembre 6 de dos mil trece 

Acta N° 0     de 6 de septiembre de 2013
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la acción de tutela iniciada por la señora EDITH GALLEGO DE OLANO  contra la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES –DIAN-. 
ANTECEDENTES

Expone la señora Gallego de Olano que en el año 2008 por motivos económicos hubo de cambiar de dirección de residencia, sin notificar de tal situación a la DIAN; que a raíz de ello, de varios requerimientos y decisiones de dicha entidad no tuvo conocimiento hasta el momento en que el único bien que posee fue embargado y secuestrado, con ocasión a modificación efectuada a la declaración privada del año gravable 2007, la cual arrojó un valor a pagar equivalente a $178.547.000.

Indica que, a pesar de que canceló la multa impuesta, solicitó a la DIAN la revocatoria directa de la de la resolución No 162412010000234 de 2010, por medio de la cual le fue impuesta la sanción, aportando los documentos necesarios para justificar la declaración presentada en el año 2007, así como los soportes que la acreditan como pensionada del ISS, con el fin de que tales ingresos se tuvieran como renta exenta.

Mediante resolución No 900001 de junio de 2013 atendió parcialmente sus requerimientos, pues aunque fue corregida la liquidación realizada por la entidad, arrojando un valor confirmado de $45.484.000, no se tuvo en cuenta que el costo del vehículo de placas PFF 025 fue acreditado con el certificado del Instituto de Tránsito Municipal, así como su valor declarado en el año 2006. Igualmente no fueron considerados los extractos de Davivienda, por medio de los cuales pretendió demostrar su estatus de pensionada, con el fin de lograr que los ingresos que por dicho concepto percibió en el año 2007, no fueran objeto de gravamen alguno.
Por todo lo narrado, considera vulnerado su derecho fundamental al debido, en razón de lo cual, solicita la suspensión de la diligencia de remate y se realice un nueva valoración probatoria con el fin de que la liquidación de la DIAN se ajuste a la realidad y al ordenamiento jurídico.
TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción de tutela, se corrió traslado a la entidad accionada por el término de dos (2) días, dentro de los cuales aportó escrito al respecto. 
En la respuesta a la acción, la DIAN indica haber respetado el procedimiento establecido en el Estatuto Tributario para efectuar las notificaciones de los actos administrativos, pues en el caso bajo estudio, de acuerdo con lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 565 de ibídem, copia del requerimiento ordinario No 162382009000312 de 2009, el requerimiento especial No 162382009000118 de 2009 y la liquidación oficial de revisión No 162412001000047 de 2010 fueron notificados a la última dirección informada por la contribuyente en el Registro Único Tributario, esto es CR 15  4-50 ED MOLINOS DE ARAGÓN AP 1302 PEREIRA, actos que fueron devueltos por Servientrega, con la observación de “se trasladó”, por lo que debió darse aplicación a lo dispuesto por el artículo 568 del ET, esto es, fueron publicados en un diario de amplia circulación nacional, tal y como se evidencia en el expediente administrativo anexado como prueba.

Con relación al análisis probatorio que reprocha la demandante, considera la DIAN que frente al costo del vehículo Chevrolet Gran Vitada modelo 2007 de placas PFF025, la demandante, al momento de solicitar la revocatoria directa,  no acreditó el costo del mismo, razón por la cual, a la liquidación oficial no se le restó por deducción, el valor por ella alegado, esto es $60.800.000.  

Igual suerte corrió la solicitud de tener los ingresos percibidos por cuenta de la pensión de vejez como no exentos de gravamen, pues la prueba idónea para ello es el certificado de ingresos y retensiones expedido por el ISS y no los extractos bancarios.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Vulneró la DIAN el debido proceso de la accionante al no dar valor probatorio a los documentos presentados por esta con el fin de lograr la revocatoria directa de la liquidación oficial No 162412010000047 de 2010?

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.
El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. ACCIÓN DE TUTELA PARA CONTROVERTIR ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CARÁCTER PARTICULAR.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que existen mecanismos idóneos para controvertir actos administrativos de carácter particular y concreto, pues la parte afectada cuenta con la posibilidad de solicitar ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo su suspensión provisional, petición que es resuelta desde el momento mismo de admitirse la demanda. 
En reciente providencia, la Corte Constitucional, analizando precisamente el caso de una sanción por inexactitud impuesta por la DIAN, indicó:

“Conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, al existir los mecanismos de defensa judicial idóneos para controvertir actos administrativos de carácter particular y concreto, la acción de tutela se torna improcedente. En este análisis de idoneidad y eficacia, el juez constitucional debe tener en cuenta la posibilidad con que contaba el actor de solicitar la suspensión provisional del acto administrativo cuestionado, pues allí puede evitarse la consumación de cualquier trasgresión a los derechos fundamentales. Ahora bien, lo anterior, sin perjuicio del acaecimiento de un perjuicio irremediable, dado que allí deberá determinarse si en el caso bajo estudio resulta viable el amparo transitorio para precaver su consolidación al evidenciarse la inminencia, gravedad, urgencia e impostergabilidad de la actuación del juez constitucional”. (T-031-13)
 
3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas",  lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-1263 de 2001, esta Corporación sostuvo:
“El derecho fundamental al debido proceso se consagra constitucionalmente como la garantía que tiene toda persona a un proceso justo y adecuado, esto es, que en el momento en que el Estado pretenda comprometer o privar a alguien de un bien jurídico no puede hacerlo sacrificando o suspendiendo derechos fundamentales. El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo acto en el que se pretenda –legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un límite al abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la actuación administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios criminales.”
4. CASO CONCRETO
En el presente asunto, no es un hecho que se discuta, así lo acepta la tutelante, que no reportó su cambio de dirección a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, obligación que le compete de acuerdo con lo dispuesto por el  artículo 10 del Decreto 2788 de 2004, vigente para el momento en que se presentó el cambio de domicilio, por lo tanto, fue a la ubicación reportada en el RUNT, esto es CRA 15 No 4-50 ED. MOLINOS DE ARAGON AP 1302 de esta ciudad,  a donde se remitieron las copias de: el requerimiento ordinario No 162382009000312 de 2009, el requerimiento especial No 162382009000118 de 2009 y la liquidación oficial de revisión No 162412001000047 de 2010.   Ahora bien, como quiera que las mismas fueron devueltas con la nota de “se trasladó”, la DIAN en aplicación de lo previsto en el artículo 568 del Estatuto Tributario, procedió a notificar por aviso en un periódico de alta circulación nacional, tal y como se deja ver a folios 88 vto, 95 y 105.
Así las cosas, frente a éste punto en particular, no advierte la Sala que la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, haya vulnerado el debido proceso de la tutelante.
En cuanto a la valoración probatoria efectuada a documentos aportados por la señora Gallego de Olano al momento de solicitar la revocatoria directa del acto administrativo por medio del cual le es impuesta la sanción por inexactitud, así como el que aprueba la liquidación definitiva realizada por la DIAN, debe decirse que, tal como lo advirtió la entidad accionada, la tutelante no aportó factura o instrumento alguno que diera cuenta del costo del vehículo marca Chevrolet Grand Vitara modelo 2007, placas PFF025, como si lo hizo con relación al vehículo marcha Chevrolet Capitiva modelo 2008.

Y es que, aunque alegue la demandante que en el certificado expedido por el Instituto Municipal de Tránsito de Pereira  -fl 120-, se consigna el costo de dicho automotor, lo cierto es que en dicho instrumento, solo se indica la base con la cual se practicó la retención en la fuente, por concepto de enajenación de propiedad planta y equipo, es decir por la venta, más nada dice del costo del mismo.  Adicionalmente, el valor de declarado en el año 2006 –fl 127-, por la camioneta Placas PFF025, tampoco representa su costo, pues, para demostrar el valor de la misma, sólo necesitaba aportar la factura de compra a certificación de la concesionaria como lo hizo con el vehículo marcha Chevrolet Captiva modelo 2008 -fl 129 y vto-.
En cuanto a la acreditación de su condición de pensionada para efectos de demostrar que lo percibido por dicho concepto debe ser declarado exento de renta, debe decirse que,  atendiendo que para efectos tributarios los ingresos pensionales se asimilan a salarios, el documento que debe presentarse para los fines perseguidos por la accionante es el Certificado de Ingresos y Retenciones de que trata el artículo 378 del 
Estatuto Tributario, el cual, de acuerdo con lo dispuesto por el literal i del artículo 379 es diligenciado y firmado por el pagador o agente retenedor, en orden a dar fe de que los “datos consignados son verdaderos, que no existe ningún otro pago o compensación a favor del trabajador por el período a que se refiere el certificado y que los pagos y retenciones enunciados se han realizado de conformidad con las normas pertinentes”.  

Así las cosas, al no haber aportado la actora los documentos necesarios para acreditar el costo del vehículo de placas PFF025 y para exonerar de gravamen los ingresos percibidos por cuenta de su pensión, pues como viene de verse los extractos bancarios de la entidad donde le es consignada la prestación, no son prueba idónea para ello, no es posible atender por la vía constitucional las pretensiones de la tutelante, pese  a su condición de  sujeto de especial protección, dado que en la actualidad cuenta con más de 77 años de edad –fl 8- y por la inminencia del remate, según se indica en el relato fáctico, del único bien que en la actualidad posee.

No obstante lo anterior, la señora Gallego de Olano, tiene como mecanismo de defensa judicial, acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo para, en el trámite de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, solicitar la suspensión del acto o los actos administrativos cuestionados, tal y como lo ha sostenido el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional.
Todo lo  expuesto, permite concluir que no existe mérito para ordenar la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales la modificación de la liquidación definitiva de la señora EDITH GALLEGO DE OLANO,  toda vez que ni están dadas las condiciones, ni se resulta procedente ordenar la protección constitucional en los términos solicitado, por tal motivo, se negará el amparo perseguido.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE
PRIMERO: NEGAR la protección constitucional solicitada por la señora EDITH GALLEGO DE OLANO.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes, comunicándoles que cuentan con el término de tres días hábiles para impugnar la decisión. 

TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario



PAGE  
1

